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NOTA BIBLIOGRAFICA 117 

con Chile y Perú, una tesis que cada día obtiene mayor número de Estados 
adictos a ella. 

J. L. H. 

"Ley y Reglamento de Elecciones, 
Concordancias, Títulos e Indices” 

por el Dr. Juan Larrea Holguín, 1968. 

Esta nueva edición de la Corporación de Estudios Publicaciones, es una 
“separata” anticipada del 2do volumen de Recopilación de Códigos y Leyes del 
Ecuador. 

El valor de esta edición consiste en el paciente trabajo realizado por el Dr. 
Juan Larrea Holguín, de poner un título para cada artículo de la Ley, el mismo que 
sintetiza en forma clara el contenido del mismo. Este trabajo, constituye un principio 
de interpretación de la Ley, que permitirá hacer estudios más profundos. 

Además, el Dr. Larrea Holguín ha señalado numerosas concordancias de la 
Ley de Elecciones con la Constitución de la República, la Ley de Registro Civil, las de 
Régimen Administrativo y Municipal, el Código Civil, el Penal, etc., lo cual es una 
paso más hacia la recta comprensión y aplicación de esta importante Ley. 

Finalmente, el índice analítico agrupa y distribuye los artículos de la Ley en 
unos 130 conceptos principales, que luego se subdividen en numerosísimos acápites. 
Esta tercera labor supone una profundización mayor en el estudio de la Ley, aparte de 
que este índice tendrá, sin duda, una gran utilidad práctica para cuantos deseen 
consultar las disposiciones legales y hallar inmediatamente todo lo atinente a una 
determinada materia. 

Esta clase de estudios, aunque poco brillantes, tienen un gran valor en cuanto 
suponen una penetración adecuada de la Ley y un conocimiento extenso de toda la 
legislación nacional. Por otra parte, trabajos como el del Dr. Larrea Holguín 
permitirán la realización de posteriores trabajos de interpretación y aún de 
rectificación de los posibles errores de la Ley, a medida que la jurisprudencia que se 
forme sobre estas materias haga posibles esos otros estudios. Sería de desear que todas 
nuestras leyes sean desmenuzadas mediante un análisis minucioso como el realizado 
por el Dr. Larrea Holguín con la Ley de Elecciones, gracias a lo cual se llegaría a una 
captación más precisa de nuestras normas legales. 

F. J. B. 



Dr. Juan Larrea Holguín, 
Catedrático Universitario. 

Como secuela de la expedición de la nueva Carta Política, el legislador ha 
dictado en el primer semestre de 1968 algunas leyes de mucho valor para la 
estructuración jurídica del país. Entre ellas destacan tres que se refieren a elevados 
órganos del Poder Público: la Ley de Elecciones, publicada en el R. O. 284 de 2 de 
enero, la Ley de lo Contencioso - Administrativo (R.O. 338 de 18 de marzo) y la Ley 
Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales (R.O. 403 de 20 de junio). 

Se refieren estas tres a Tribunales nuevos relativamente. El Tribunal Electoral 
existe desde la Constitución de 1945 y se ha conservado, con pocos cambios en las de 
1946 y 1967; en cambio, el Tribunal de lo Contencioso - Administrativo y el de 
Garantías Constitucionales, vienen a reemplazar al Consejo de Estado, ahora 
suprimido. Cierto que hay antecedentes de ambos organismos: la Constitución de 
1945, de cortísima vigencia, estableció un Tribunal de Garantías, y un Decreto de 
Emergencia de la época de la Presidencia del Dr. Camilo Ponce Enríquez estableció 
el Tribunal Fiscal, que conoce de lo contencioso - tributario. 

A nadie se le oculta que, del funcionamiento de estas tres instituciones, 
depende en buena parte la efectiva vida democrática del país. 

No me referiré al Tribunal Electoral, ya porque no presenta mayor novedad, 
ya porque anteriormente publiqué el texto de la Ley Electoral, con el comentario más 
sencillo y primario que conviene hacer: poner un título a cada artículo desentrañando 
en poquísimas palabras su significado esencial, y anotar las concordancias con otras 
leyes para entender el texto dentro del contexto más amplio; un detallado índice, obra 
de paciencia, cierra ese elemental trabajo. 

La Ley de lo Contencioso - Administrativo, ha recogido la doctrina clásica 
sobre la materia, logrando en una breve síntesis de 79 artículos, desarrollar todo lo 
referente al aspecto sustantivo de esta materia, el trámite y la organización del 
Tribunal que debe conocer de tales asuntos. La Ley deroga las disposiciones anteriores 
que estén en oposición con ella, de modo especial todo lo referente al extinguido 
Consejo de Estado, institu- 

Comentario de Leyes Recientes 
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ción que no figura ya en la Constitución Política vigente; de modo tácito se derogan 
las disposiciones de carácter contencioso - administrativo, que se oponen a la Ley, mas 
no las que regulan el procedimiento administrativo, conforme a leyes especiales y 
vigentes, de este modo se encuentran reguladas las disposiciones de materias para la 
interpretación del verdadero alcance de la ley nueva. 

La voluntad del legislador es que se aplique el trámite contencioso - 
administrativo en general para todas clases de reclamaciones contra actos, 
resoluciones, reglamentos, etc., de personas jurídicas, públicas o semi - públicas, no 
solamente las decisiones del Estado y sus organismos, sino también las de las entidades 
semi-públicas, las creadas y reguladas por normas especiales que les dan naturaleza de 
personas jurídicas de derecho privado con finalidad social o pública, deben ser objeto 
de reclamación ante el Tribunal de lo Contencioso - Administrativo. Se exige 
naturalmente, que la reclamación propiamente administrativa se haya agotado, sin 
conseguir lo que el reclamante pretende. Expresamente se excluye de la competencia 
del Tribunal Contencioso - Administrativo, las cuestiones que por la naturaleza de los 
actos de los cuales proceden, o la materia sobre la que versan, se refieren a la potestad 
discrecional de la administración, como por ejemplo el nombramiento de un 
empleado público; las cuestiones de carácter civil o penal que pertenecen a la 
jurisdicción ordinaria o las que están sometidas a otras jurisdicciones; expresamente 
se salvan también las relativas a actos o resoluciones de los organismos electorales. 

Tampoco pueden ser llevadas al Tribunal las relativas a concesiones reguladas 
por la Ley en las referentes a las gratificaciones o emolumentos de funcionarios 
públicos cuando éstos están señalados por el reglamento. El Tribunal tiene 
competencia para conocer y resolver en la apelación las resoluciones de la Tunta de 
Reclamaciones previstas en la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa. 

La importancia del Tribunal, justifica que sus ministros deban reunir las 
mismas condiciones que para serlo de la Corte Suprema de Justicia, tienen en 
principio iguales, atribuciones dentro de su respectiva jurisdicción y están sometidos 
a parecidos deberes; por esta razón, sorprende que la Ley no haya señalado de modo 
expreso que los ministros del Tribunal de lo Contencioso - Administrativo gozan de 
fuero de corte como los del Tribunal Supremo. 

Se reconoce con acierto, amplia capacidad jurídica a la mujer casada y al 
menor adulto para comparecer sin la autorización o licencia del marido o de la 
persona que ejerza la patria potestad o curaduría en su caso; responde esto a la 
tendencia general de nuestra legislación, de ampliar la capacidad de estas personas y 
principalmente a la disposición del Art. 29 de la Constitución que señala la igualdad 
de los cónyuges. 

Tiene singular valor la norma que establece la negativa tácita de la administración en 
general siempre que pasan más de 30 días sin una res- 
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puesta a la reclamación de los ciudadanos, salvo que una Ley especial señale otro 
plazo. 

El Tribunal dispone de amplias facultades para ordenar de oficio antes de la 
sentencia la práctica de las pruebas que estime pertinentes para la más acertada 
decisión del asunto controvertido; las partes pueden además de presentar informes 
escritos en derecho, solicitar audiencia en estrados, para alegar verbalmente. 

Se lian dispuesto adecuadas medidas para evitar la denegación de justicia que 
en esta materia era relativamente frecuente cuando estaba sometida al Consejo de 
Estado. 

Especialmente, merecen ponderarse las dos disposiciones transitorias. Los 
procesos que en virtud de recurso contencioso - administrativo interpuesto ante el 
Consejo de Estado, hubieren quedado pendientes de resolución, al 11 de julio de 1963 
serán conocidos por el Tribunal de lo Contencioso - Administrativo y para el 
abandono y prescripción de las acciones no se tomará en cuenta el lapso comprendido 
entre el 11 de julio de 1963 y la fecha de vigencia de la presente Ley; habiéndose 
suspendido la actuación del Consejo de Estado desde el 11 de julio de 1963, es evidente 
que ios ciudadanos no tenían posibilidad de hacer una reclamación contenciosa - 
administrativa hasta la organización del nuevo tribunal; se justifica, pues, plenamente 
esta suspensión de los plazos de prescripción y abandono y se ponen así a salvo los 
intereses y derechos de los ciudadanos. 

La Ley hace efectivas una serie de disposiciones de índole general señaladas 
por la Constitución de la República, comenzando por la del Art. 1o que declara el 
carácter democrático de la Nación ecuatoriana, cosa que tiene una directa aplicación 
en el Art. 27 que establece la responsabilidad del Estado y más entidades de derecho 
público y de las semipúblicas, así como de los funcionarios v empleados respecto de 
sus actuaciones en el desempeño de su cargo. El Art. 28 de la Constitución en el 
numeral 12 consagra el derecho de petición de los ciudadanos ante los magistrados, 
funcionarios o autoridades, quienes están obligados a responder a estas solicitudes 
dentro del plazo de 30 días. Ya he mencionado la aplicación del Art. 29 que consagra 
la igualdad de los cónyuges. 

La Ley hace eficaz, también, la prohibición del Art. 48 de la Constitución 
relativa a la confiscación de bienes, respeta las atribuciones conferidas a otras 
autoridades o tribunales como por ejemplo al Tribunal Supremo Electoral en el Art. 
108 (confróntese Art. 6, letra d) de la Ley de lo Contencioso - Administrativo) está en 
plena conformidad con las atribuciones y requisitos señalados para ser Ministro de la 
Corte Suprema de Justicia en el Art. 204 y siguientes, y, desde luego, pone en práctica 
lo precisamente señalado para lo contencioso en los Arts. 213 a 215 de la misma 
Constitución. 

Más ampliamente se ocupa la Carta Fundamental del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, entre otros artículos tenemos los siguientes: el 
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126 que autoriza el juzgamiento de legisladores; el 134: la acusación ante la Cámara 
de Diputados; por el 179 el Tribunal da permiso para la ausencia del Presidente de la 
República del territorio nacional cuando no está el reunido el Congreso; puede 
convocar a Congreso Extraordinario conforme al Art. 181; dictamina sobre tratados 
internacionales, artículo 184; autoriza el nombramiento de Embajadores, da su 
dictamen para la convocatoria de plebiscito, autoriza el tránsito de tropas extranjera 
s (todo esto en el Art. 184); interviene en el Estado de Sitio: Art. 185; su sede e 
integrantes están señalados en el 219; las principales atribuciones en el 220; la 
obligación de informar al Congreso en el 221, y el 222 impera la necesidad de una Ley 
especial que es precisamente la que se ha dictado con el N° 047 CL por la Comisión 
Legislativa Permanente y se ha publicado en el Registro Oficial de 20 de junio de este 
año. 

La Ley del Tribunal de Garantías Constitucionales no repite las disposiciones 
de la Carta Política del Estado, con mucho acierto, puesto que dichas repeticiones a 
nada conducen y más bien podrían originar dificultades de interpretación. Precisa con 
más detalle que la Carta Fundamental las atribuciones, derechos y garantías de los 
miembros del Tribunal, así como la forma de reemplazarlos sobre todo cuando no está 
reunido el Congreso, señala la Ley varias atribuciones que anteriormente se conferían 
al Consejo de Estado tales como las relativas a la intervención de ciertos asuntos de 
carácter municipal o referentes a los Consejos Provinciales. 

Deja la Ley para que sean reguladas por el reglamento las cuestiones de 
importancia secundaria. 

Lo más importante parece ser lo contenido en los Arts. 12 y siguientes que 
concretan la forma de hacer efectivas las responsabilidades del Presidente de la 
República y de los demás funcionarios del Gobierno y Administración por la falta de 
observancia de la Constitución y las leyes. Cuando se trata de violaciones que deben 
ser conocidas del Congreso Nacional, el Tribunal de Garantías únicamente informa y 
pasa a conocimiento de esta función de la soberanía. En otros casos, le corresponde 
hacer observaciones y finalmente en otros propiamente juzga sobre el 
quebrantamiento de la Constitución o las leyes. 

También se señala lo relativo a los conflictos de jurisdicción que podrían 
presentarse frente al Tribunal de lo Contencioso - Administrativo. 

Al igual que la Ley de lo Contencioso - Administrativo, ésta del Tribunal de 
Garantías Constitucionales hace efectivas las que la Constitución de la República 
señala, y viene a reformar varias leyes como la de Régimen Administrativo, la de 
Patrocinio del Estado, la de Régimen Municipal, etc. 

También hace efectivo el principio constitucional del Art. 74 por el cual el 
Estado garantiza a los ciudadanos ecuatorianos el derecho de actuar en los partidos 
políticos y establece que la Ley ofrecerá garantías especiales para el funcionamiento 
de dichos partidos, los cuales están representados en el Tribunal de Garantías 
Constitucionales. 
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Los miembros de este Tribunal lo mismo que del Tribunal de lo Contencioso 
- Administrativo y los de la Corte Suprema y Cortes Superiores de Justicia no pueden 
ser candidatos a legisladores, ni desempeñar la función parlamentaria conforme al 
Art. 122 de la Constitución de la República. Gozan de la inmunidad legislativa por 
disposición del Art. 126. 

Intervienen en la administración de los bienes nacionales autorizando su 
enajenación cuando no está reunido el Congreso. Sus disposiciones deben 
promulgarse en el Registro Oficial, al igual que las leyes, conforme al Art. 152 de la 
Carta Política. 

El Presidente de la República es especialmente responsable por infringir la 
Constitución o las leyes (Art. 191 de la Carta Política), y esta responsabilidad cuida 
que se haga efectiva la nueva Ley, al disponer en los Arts. 12 a 14 las varias formas de 
excitar al cumplimiento de las leyes, suspender los actos ilegales u ordenar el 
enjuiciamiento, aún criminal, de los responsables. 

Igualmente, el Art. 198 de la Constitución, que trata de la responsabilidad de 
los Ministros de Estado, halla cumplimiento en las mencionadas disposiciones de la 
Ley. 

El Art. 219 de la Constitución señala la integración del Tribunal, y la Ley 
precisa lo relativo a las sesiones, el quorum, la mayoría necesaria para las resoluciones, 
el reemplazo de los magistrados (Art. 4). 

Las principales atribuciones del Tribunal se enumeran en el Art. 220 de la 
Carta Fundamental, y la Ley las desarrolla más detalladamente en los Arts. 6, 12, 13 y 
14. 

La obligación de informar al Congreso, a que se refiere el Art. 221, de la 
Constitución, se precisa también en el Art. 11 de la Ley. 

La autonomía municipal, afirmada por el Art. 242 de la Carta Política, queda 
a salvo gracias a la intervención del Tribunal, en los asuntos para los cuales se le 
reconoce competencia en el Art. 6 de la Ley. 

Quedan así delineadas las principales concordancias entre la nueva Ley y la 
Constitución. 

Sería interesante estudiar con más detalle la coordinación con otras leyes 
como la de Régimen Administrativo, de Régimen Municipal, la Orgánica de la 
Función Judicial, la de Patrocinio del Estado y otras, apreciando si realmente todas las 
antiguas atribuciones y deberes del Consejo de Estado han pasado al Tribunal de lo 
Contencioso - Administrativo, al Tribunal Fiscal, a los Tribunales Electorales (esto ya 
desde 1945) y al Tribunal de Garantías Constitucionales. 

A continuación, transcribimos el texto de las dos leyes comentadas, a cada 
uno de cuyos artículos hemos puesto un título. 
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Ley de Jurisdicción Contencioso - Administrativa 

LEY 035—CT. 

LA COMISION LEGISLATIVA PERMANENTE. 

En ejercicio de sus atribuciones, y por haber recibido dictamen favorable de 
la Comisión Auxiliar de Legislación Administrativa, expide la siguiente: 

LEY DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO — ADMINISTRATIVA 

C A P I T U L O  I 

Del Ejercicio de la Jurisdicción Contencioso - Administrativa  

                                   SUJETO ACTIVO- OBJETO PRINCIPAL 
Art. 1°— El recurso contencioso - administrativo puede interponerse por las 

personas naturales o jurídicas contra los reglamentos, actos y resoluciones de la 
Administración Pública o de las personas jurídicas semipúblicas, que causen estado, y 
vulneren un derecho o interés directo del demandante. 

OBJETO SECUNDARIO 

Art. 2°— También puede interponerse el recurso contencioso - administrativo 
contra resoluciones administrativas que lesionen derechos particulares establecidos o 
reconocidos por una ley, cuando tales resoluciones hayan sido adoptadas como 
consecuencia de alguna disposición de carácter general, si con ésta se infringe la Ley 
en la cual se originan aquellos derechos. 

CLASES DE RECURSOS 

Art. 3°— El recurso contencioso - administrativo es de dos clases: de plena 
jurisdicción o subjetivo, y de anulación u objetivo. 

El recurso de plena jurisdicción o subjetivo ampara un derecho subjetivo del 
recurrente, presuntamente negado, desconocido o no reconocido total o parcialmente 
por el acto administrativo de que se trata. 

El recurso de anulación, objetivo o por exceso de poder, tutela el 
cumplimiento de la norma jurídica objetiva, de carácter administrativo, y puede 
proponerse por quien tenga interés directo para deducir la acción, soli- 
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citando al Tribunal la nulidad del acto impugnado por adolecer de un vicio legal. 

DEFINICIONES DE PALABRAS 

Art. 4°— Para los efectos de esta Ley, se entenderá: 

1. —Por Administración Pública: 

a) La administración del Estado, en sus diversos grados. 

b) Las entidades que integran la administración local dentro del régimen 
seccional. 

c) Los establecimientos públicos creados como tales y regulados por leyes 
especiales. 

2. — Por personas jurídicas semi-públicas, las creadas y reguladas como 
tales por la Ley, cualquiera sea su denominación, inclusive la de personas jurídicas de 
derechos privado con finalidad social o pública. 

RESOLUCIONES QUE CAUSAN ESTADO 

Art. 5°— Las resoluciones administrativas causan estado cuando no son 
susceptibles de recurso alguno en la vía administrativa, sean definitivas o de mero 
trámite, si estas últimas deciden, directa o indirectamente, el fondo del asunto, de 
modo que pongan término a aquella o haga imposible su continuación. 

La administración obra en ejercicio de sus facultades regladas cuando debe 
ceñir sus actos a las disposiciones de una Ley, de un reglamento o de cualquier otro 
precepto administrativo. 

Se presume establecido el derecho en favor del recurrente, cuando la 
disposición que se cree infringida reconoce ese derecho. 

LIMITACION DE COMPETENCIA 

Art. 6°— No corresponden a la jurisdicción contencioso - administrativa: 

a) Las cuestiones que, por la naturaleza de los actos de los cuales procede 
o de la materia sobre que verse, se refieren a la potestad discrecional de la 
administración. 

b) Las cuestiones de carácter civil o penal pertenecientes a la jurisdicción 
ordinaria y las que, por su naturaleza, sean de competencia de otras jurisdicciones. 

c) Las cuestiones que se susciten en relación con los actos políticos del 
Gobierno, como aquellas que afectan a la defensa del territorio nacional, a las 
relaciones internacionales, a la seguridad interior del Estado y a la organización de la 
Fuerza Pública, sin perjuicio de las indemnizaciones que fue- 
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ren procedentes, cuya determinación corresponde a la jurisdicción contencioso - 
administrativa. 

d) Las resoluciones expedidas por los organismos electorales. 
e) Las resoluciones que se dicten con arreglo a una Ley que expresamente 

les excluya de la vía contenciosa. 

POTESTAD DISCRECIONAL 

Art. 7°— Corresponde especialmente a la potestad discrecional: 

a) Las disposiciones de carácter general relativas a la salud e higiene 
públicas, sin perjuicio del derecho a las indemnizaciones a que puedan dar lugar tales 
disposiciones. 

b) — Las resoluciones sobre concesiones que se solicitaren de la 
administración, salvo las que versaren sobre concesiones regladas por la Ley. 

c) Las decisiones que nieguen o regulen gratificaciones o emolumentos no 
prefijados por una Ley o Reglamento, a los funcionarios públicos que presten servicios 
especiales. 

C A P I T U L O  I I  

De la Organización y Funcionamiento del Tribunal de lo 
Contencioso - Administrativo 

INTEGRACION Y SEDE 

Art. 8°— El Tribunal de lo Contencioso - Administrativo, con sede en Quito 
y jurisdicción en todo el territorio nacional, estará formado por una Sala integrada 
por tres magistrados, elegidos por el Congreso Nacional en Pleno, de las ternas 
enviadas por la Corte Suprema de Justicia, para un período de cinco años. 

Los magistrados del Tribunal de lo Contencioso - Administrativo podrán ser 
indefinidamente reelegidos. 

REQUISITOS DE MAGISTRADOS 

Art. 9°— Para ser Magistrado del Tribunal de lo Contencioso - 
Administrativo se requieren los mismos requisitos que para ser Ministro de la Corte 
Suprema, y los demás establecidos en las leyes. 

El Magistrado del Tribunal estará sujeto a iguales prohibiciones, 
responsabilidades y causales de cesación que los Ministros de la Corte Suprema de 
Justicia. 

ATRIBUCIONES Y DEBERES 

Art. 10. — Son atribuciones y deberes del Tribunal de lo Contencioso • 
Administrativo: 
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a) Conocer en única instancia de los recursos que las personas naturales o 
jurídicas interpusieren contra los reglamentos, actos y resoluciones de la 
Administración Pública o de las personas semi-públicas, y resolver acerca de su 
ilegalidad o inaplicabilidad. 

b) Conocer y resolver en apelación de las resoluciones de la Tunta de 
Reclamaciones prevista en la Lev de Servicio Civil y Carrera Administrativa. 

c) Conocer y resolver, en única instancia, lo concerniente a las violaciones 
de la Ley que regula la carrera administrativa, que no estuvieren en el caso del literal 
anterior. 

d) Dictar disposiciones sobre el régimen interior del Tribunal. 
e) Nombrar y remover, conforme a la Ley, al Secretario y demás empleados 

del Tribunal. 
f) Conceder licencia a los magistrados, funcionarios y empleados del 

Tribunal, por un tiempo mayor al prescrito en el literal c) del Art. 14. 
g) Los demás que fijaren la Ley y los Reglamentos. 

DIGNIDADES Y CONJUECES 

Art. 11. — Los magistrados del Tribunal de lo Contencioso - Administrativo, 
dentro de los diez primeros días de enero de cada año, por votación secreta y mayoría 
de votos elegirán de entre sus miembros un Presidente, que durará un año en sus 
funciones y podrá ser reelegido. 

Se procederá de igual modo cuando quedare vacante la Presidencia del 
Tribunal. 

En la misma sesión convocada para elegir Presidente, se nombrará un Conjuez 
Permanente para cada uno de los magistrados del Tribunal. 

En caso de falta o impedimento de algún magistrado, el Presidente llamará al 
respectivo Conjuez, y si éste se hallare impedido o fuera del lugar, llamará a uno de 
los otros Conjueces Permanentes. Si faltare o estuviere impedido el Presidente, el 
llamamiento lo hará el magistrado que deba subrogarle en la Presidencia. 

En caso de ausencia o impedimento de todos los Conjueces Permanentes, el 
Tribunal nombrará un Conjuez Ocasional. 

El Tribunal proveerá las vacantes de los Con jueces Permanentes. 

REQUISITOS PARA SER CONJUEZ 

Art. 12. — Los Con jueces Permanentes y los Ocasionales reunirán los mismos 
requisitos que para ser magistrado del Tribunal, pero respecto de aquellos no regirán 
las incompatibilidades y prohibiciones legales, salvo la prescrita en el inciso cuarto 
del Art. 4 de la Ley Orgánica de la Función Judicial, para los Ministros de la Corte 
Suprema. 
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NOMBRAMIENTO DE SUSTITUTOS 

Art. 13. — Cuando vacare alguna magistratura del Tribunal, en receso del 
Congreso o hasta que éste haga la elección correspondiente, la Corte Suprema de 
Justicia, reunida en Tribunal, nombrará el sustituto. 

ATRIBUCIONES Y DEBERES DEL PRESIDENTE 

Art. 14. — Corresponde al Presidente del Tribunal: 

a) Convocar y presidir las sesiones y audiencias del Tribunal. 
b) Representar al Tribunal y suscribir las comunicaciones oficiales. 
c) Conceder licencia a los magistrados, funcionarios y empleados del 

Tribunal, hasta por cuatro días. 

El Presidente podrá ausentarse del Tribunal por igual tiempo, previo aviso a 
éste. 

d) Informarse del estado de las causas y promover su pronto despacho. 
e) Ejercer las demás atribuciones establecidas en la Ley y en el Reglamento. 

SUBROGACION DEL PRESIDENTE 

Art. 15. — En caso de ausencia, enfermedad o impedimento temporal del 
Presidente le subrogarán los demás magistrados, por orden de antigüedad, computada 
a partir de la fecha de sus nombramientos; y si ésta fuera igual, según la precedencia 
de los nombramientos. 

MINISTRO DE SUSTANCIACION 

Art. 16. — En el Tribunal habrá un Ministro de Sustanciación, y en este cargo 
se turnarán semanalmente todos los magistrados, inclusive los interinos. 

ATRIBUCIONES DEL MINISTRO 

Art. 17. — Corresponde al Ministro de Sustanciación dictar los decretos de 
trámite, aunque esté relatada o fallada la causa. 

De los decretos del Ministro de Sustanciación se podrá apelar, en los casos en 
que fuere procedente, para ante los restantes magistrados del Tribunal. 

SUELDOS O EMOLUMENTOS 

Art. 18. — Los magistrados del Tribunal de lo Contencioso - Administrativo 
percibirán los mismos sueldos y derechos judiciales que los Ministros de la Corte 
Suprema de Justicia. 
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Los Conjueces percibirán los mismos emolumentos que para los Conjueces de 
la Corte Suprema establece la Ley de Arancel de Derechos Judiciales. 

SECRETARIO 

Art. 19. — El Secretario del Tribunal de lo Contencioso - Administrativo 
deberá ser abogado, y no podrá ejercer la profesión ni desempeña ninguna otra 
función pública o privada. Igual prohibición afectará a los demás funcionarios y 
empleados del Tribunal. 

C A P I T U L O  I I I  

De las Excusas y Recusaciones MOTIVOS DE EXCUSA 

Y RECUSACION 
Art. 20. — Los magistrados deberán excusarse por los siguientes motivos, 

pudiendo ser recusados si no lo hicieren: 

a) Tener parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad con cualquiera de los interesados en los juicios que se tramitan, en su 
condición de demandantes o autoridades demandadas, sus representantes legales o 
mandatarios y los asesores que intervengan en el procedimiento, o con los terceros 
que, conforme a lo dispuesto en el Art. 25 de esta Ley, tienen la calidad ele 
coadyuvantes. 

b) Tener interés personal en el asunto de que se trate: 
c) Ser acreedores, deudores o socios del actor, sus apoderados o representantes, 

salvo cuando la parte actora sea institución de crédito o de seguro. 

d) Haber sido apoderados o defensores en el mismo asunto. 
e) Haber dictado la resolución impugnada, o haber intervenido con consejo o 

dictamen en la instancia administrativa, respecto de la controversia que se decida en 
el Tribunal. 

f) Tener amistad íntima o enemistad con alguna de las partes, sus abogados o 
sus apoderados; o con alguna de las personas mencionadas en el literal a) de este 
artículo. 

g) Figurar como parte de un juicio similar, pendiente de resolución. 

Las causas previstas en los literales anteriores son inallanables. 

CALIFICACION O RESOLUCION 

Art. 21. — Propuesta la excusa o recusación, pasará a conocimiento de la Sala 
que calificará la excusa o resolverá acerca de la recusación. Si hubieren hechos 
justificables, el Presidente concederá el término de prueba de seis días y, vencido éste, 
se pronunciará la Sala. La resolución que dictare será inapelable. 
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El Presidente de la Sala convocará al Conjuez que deba integrarla para el 
conocimiento de la resolución. En el caso de excusa, la calificación se efectuará por el 
Ministro o Ministros que no se hubieren excusado; y si en la excusa estuvieren 
comprendidos todos los integrantes de la Sala, el Presidente convocará a los 
Conjueces. 

C A P I T U L O  I V  

Del Procedimiento Contencioso - Administrativo CAPACIDAD DE 

LA MUJER Y EL MENOR 
Art. 22. — La mujer casada y el menor adulto podrán comparecer sin la 

autorización o licencia del marido o de la persona que ejerza la patria potestad o 
curaduría, en su caso. 

DERECHO DE COMPARECER 

Art. 23. — Para demandar la declaración de no ser conforme a derecho y, en 
su caso, la anulación de los actos y disposiciones de la administración, pueden 
comparecer: 

a) La persona natural o jurídica que tuviere interés directo en ellos; 
b) Las entidades, corporaciones e instituciones de derecho público o semi-

público, que tengan la representación o defensa de intereses de carácter general o 
corporativo, siempre que el recurso tuviera por objeto la impugnación directa de las 
disposiciones administrativas, por afectar a sus intereses. 

c) El titular de un derecho derivado del ordenamiento jurídico que se 
considerare lesionado por el acto o disposición impugnados y pretendiere el 
reconocimiento de una situación jurídica individualizada o el restablecimiento de la 
misma 

d) El órgano de la Administración autor de algún acto que, en virtud de lo 
prescrito en la Ley, no pudiere anularlo o revocarlo por sí mismo. 

SUJETO PASIVO O DEMANDABLE 

Art. 24. — La demanda se podrá proponer contra: 

a) El órgano de la Administración Pública y las personas jurídicas semi-
públicas de que proviniere el acto o disposición a que se refiera el recurso. 

b) Las personas naturales o jurídicas a cuyo favor derivaren derechos del 
acto o disposición. 

INTERVENCION DE TERCEROS 

Art. 25. — Pueden también intervenir en el proceso, en cualquier estado de 
la causa, como parte coadyuvante del demandado cualquier perso- 
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na natural o jurídica que tuviere interés directo en el mantenimiento del acto o 
disposición que motivare la acción contencioso-administrativa. 

SUCESORES 

Art. 26. — Cuando la personería de las partes derivare de alguna relación 
jurídica transmisible, el sucesor en el derecho puede continuar la causa, en cualquier 
estado de la misma. 

PERSONERIA Y PATROCINIO DE ABOGADO 

Art. 27. — Las partes pueden comparecer por sí mismas o por medio de un 
procurador que las represente y, en ambos casos, deberán estar patrocinados por un 
abogado; de lo contrario, no se dará curso a ningún escrito ni se aceptará intervención 
alguna. 

REPRESENTACION DEL ESTADO 

Art. 28. — La representación y defensa del Estado y de sus instituciones en el 
proceso contencioso - administrativo, será ejercida de acuerdo con lo prescrito en la 
Ley de Patrocinio del Estado. 

REPRESENTACION DE OTRAS PERSONAS JURIDICAS 

Art. 29. — La representación y defensa de otras personas jurídicas de derecho 
público, y de las personas jurídicas semi-públicas, corresponde a los respectivos 
personeros legales, sea que litiguen entre sí o contra la Administración del Estado, o 
con los particulares. 

REQUISITOS DE LA DEMANDA 

Art. 30. — La demanda debe ser clara y contener: 

a) El nombre del actor e indicación de su domicilio y lugar donde 
deben efectuarse las notificaciones en la ciudad de Quito, sede del Tribunal, y dentro 
del perímetro legal; 

b) La designación del demandado y el lugar donde debe ser citado. 
c) La designación de la autoridad, funcionario o empleado de quien 

emane la resolución o acto impugnado. 
d) Los fundamentos de hecho y de derecho expuestos con claridad y 

precisión. 
e) La indicación de haber precedido la reclamación administrativa 

del derecho, en los casos expresamente señalados por la Ley, ante los funcionarios 
competentes, y su denegación por parte de éstos. 

f) La pretensión del demandante. 
g) La enunciación de las pruebas que el acto se propone rendir. 

En esta clase de juicios no se podrá cambiar o reformar la demanda en lo 
principal. 



178 DR. JUAN LARREA HOLGUIN 

DOCUMENTOS ANEXOS A LA DEMANDA 

Art. 31. — Al escrito de demanda deben acompañarse necesariamente: 

a) Los documentos justificativos de la personería cuando no se actúe en 
nombre propio, a menos que se haya reconocido dicha personería en la instancia 
administrativa. 

b) La copia autorizada de la resolución o disposición impugnada, con razón 
de la fecha de su notificación al interesado, o, en su defecto, la relación 
circunstanciada del acto administrativo que fuere impugnado. 

c) Los documentos que justifiquen haber agotado la vía administrativa y 
que el reclamo ha sido negado en ésta. 

Se entenderá haber negativa si transcurrieren treinta días sin que la autoridad 
administrativa que pudo dejar sin efecto el acto lesivo, haya dado resolución alguna, 
salvo el caso que la Ley señale un plazo especial. 

CORRECCION O COMPLEMENTO DE LA DEMANDA 

Art. 32. — Si la demanda fuere oscura, irregular o incompleta, el Magistrado 
de Sustanciación ordenará que el actor la aclare, corrija, concrete o complete, en el 
término de cinco días; y si el actor no lo hiciere, rechazará la demanda. El Decreto 
respectivo será notificado al interesado y a las autoridades demandadas. 

El actor podrá pedir una prórroga prudencial del término, que no excederá 
de ocho días, salvo que por circunstancias especiales que se invoquen proceda a 
conceder una mayor. 

CITACION AL DEMANDADO 

Art. 33. — Presentada la demanda, el Magistrado de Sustanciación 
dispondrá que se cite al funcionario representante de la dependencia administrativa, 
de la que haya emanado el acto o resolución que motiva la demanda, y se le 
entregue la copia de ésta. 

Si el acto administrativo proviniere del Ejecutivo, o si, en general la acción se 
propusiere contra el Estado o sus instituciones, la demanda se citará al Procurador 
General del Estado. 

La demanda contra las otras personas que integran la administración local 
dentro del régimen seccional o contra los establecimientos públicos y personas 
jurídicas semipúblicas, se citarán a sus personeros legales, sin que sea menester contar 
con el Procurador General del Estado, quien, no obstante, tendrá las atribuciones de 
supe vigilancia que le confiere la Ley. 

CONTESTACION DE LA DEMANDA 

Art. 34. — El demandado tendrá el término de quince días para 
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contestar la demanda y proponer conjuntamente todas las excepciones dilatorias y 
perentorias de que se crea asistido. 

El mismo término concederá el Tribunal al funcionario o empleado, que 
tenga a su cargo el archivo en donde se encuentre el expediente administrativo, para 
que lo remita. 

Si el funcionario o empleado responsable no remitiere el expediente 
administrativo al Tribunal, éste podrá insistirle imponiéndole multa de veinte a 
cincuenta sucres por cada día de retardo, o atenerse a las afirmaciones del 
administrado, de juzgarlo procedente. Para el efecto, el interesado indicará al 
funcionario o empleado que tenga a su cargo el archivo en donde se encuentra el 
expediente administrativo. 

REQUISITOS DE LA CONTESTACION 

Art. 35. — En la contestación, el demandado expondrá los fundamentos de 
hecho y de derecho de sus excepciones, se referirá a todas las impugnaciones del actor, 
enunciará las pruebas que va a rendir, y señalará domicilio dentro del perímetro legal 
en la ciudad de Quito. 

ANEXOS A LA CONTESTACION 

Art. 36. — Al contestar la demanda, el demandado presentará los documentos 
en que funda su derecho, y si no obraren en su poder, designará el archivo, oficina, 
protocolo o persona en cuyo poder se encuentran. 

DECLARACION DE REBELDIA 

Art. 37. — Si el demandado no contestare la demanda dentro del término 
concedido para el efecto, a solicitud del actor, será declarado en rebeldía; se le hará 
conocer esta providencia y no se contará más con él. 

Pero si el rebelde compareciere, se lo oirá, y tomará la causa en el estado en 
que la encuentre. 

NOTIFICACION DE CONTESTACION Y TERMINO DE PRUEBA 

Art. 38. — Con la contestación de la demanda se mandará notificar al actor, 
y en la misma providencia, caso de haber hechos que deban justificarse, se abrirá la 
causa a prueba por el término de diez días, en el cual se practicarán las diligencias 
probatorias que se solicitaren. 

Cuando la controversia versare exclusivamente sobre cuestiones de derecho, 
contestada la demanda se notificará a las partes, y sin otra sustanciación el Tribunal 
pronunciará sentencia en el término de doce días. 

MEDIOS DE PRUEBA 

Art. 39. — Los medios de prueba de que se podrá hacer uso en este 
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juicio serán los mismos que establece el Código de Procedimiento Civil excepto la 
confesión judicial, que no podrá pedirse al representante de la Administración; pero 
en su lugar, la parte contraria propondrá por escrito las preguntas que quiera hacer, 
las cuales serán contestadas, en vía de informe por las autoridades o funcionarios de 
la Administración, a quienes conciernan los hechos controvertidos. 

PRUEBAS ORDENADAS DE OFICIO 

Art. 40. — El Tribunal podrá también disponer, de oficio, y antes de 
sentencia, la práctica de las pruebas que estime pertinentes para la más acertada 
decisión del asunto controvertido. 

TERMINO PARA ALEGAR Y SENTENCIAR 

Art. 41. — Concluido el término de prueba, el Tribunal dictará sentencia, 
dentro de doce días. 

En el tiempo que decurre desde la conclusión del término de prueba hasta la 
expedición de la sentencia, podrán las partes presentar informes en derecho o solicitar 
audiencia en estrados, para alegar verbalmente. En los informes en derecho o en la 
audiencia en estrados no podrán plantearse cuestiones extrañas a los asuntos materia 
de la litis. 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE EXCEPCIONES E INCIDENTES 

Art. 42. — Tanto las excepciones dilatorias como las perentorias y, en general, 
todos los incidentes que se suscitaren durante el juicio, no serán de previo o especial 
pronunciamiento y se resolverán en sentencia, salvo el que se proponga para la 
suspensión del procedimiento de ejecución. 

MAYORIA PARA RESOLVER 

Art. 43. — Para que haya resolución del Tribunal se necesita dos votos 
conformes, por lo menos. Si por discordancia no pudiere obtenerse mayoría, se 
llamarán tantos Conjueces cuantos fueren necesarios para formarla. 

FIRMA DE LA SENTENCIA 

Art. 44. — Firmarán las resoluciones todos los magistrados y Con- jueces que 
hubieren votado, aun cuando alguno o algunos hayan sido de opinión contraria a la 
de la mayoría. 

En las resoluciones se indicarán los votos salvados, que se redactarán por 
separado. 
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LIBRO DE VOTOS SALVADOS 

Art. 45. — En el Tribunal habrá un libro que estará a cargo del Presidente, y 
en él constarán los votos de los magistrados o conjueces que se separen de la mayoría; 
votos que se redactarán al tiempo de dictarse la respectiva resolución y serán suscritos 
por todos los magistrados o Conjueces, y autorizados por el Secretario. Se dará copia 
autorizada de estos votos a quien lo solicite, a su costa. 

MAGISTRADOS QUE DEBEN RESOLVER 

Art. 46. — Los magistrados ante quienes se hubiere hecho la relación de una 
causa serán los que la resuelvan, excepto en los casos siguientes: 

a) Pérdida o suspensión total de la jurisdicción, menos en el de licencia 
que no exceda de un mes. 

b) En los de imposibilidad física o mental, o de ausencia fuera del 
territorio del Estado, que pasaren de un mes. 

Ejecutoriada la providencia en que se llama a un Conjuez, intervendrá éste 
hasta que se resuelva la causa, salvo las excepciones establecidas en los incisos 
anteriores, o el de estar impedido de ejercer la profesión de abogado. 

Se entenderá resuelta la causa, para los efectos de este artículo, ya sea que se 
falle los puntos sometidos al conocimiento del Tribunal, ya sea que se declare la 
nulidad del proceso. 

REVOCATORIA, AMPLIACION, ACLARACION 

Art. 47. — El Tribunal no puede revocar ni alterar, en ningún caso, el sentido 
de la sentencia pronunciada; pero podrá aclararla o ampliarla, si alguna de las partes 
lo solicitare dentro del término de tres días. 

CUANDO CABE AMPLIACION O ACLARACION 

Art. 48. — La aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la 
ampliación, cuando no se hubiere resuelto alguno de los puntos controvertidos, no se 
hubiere omitido decidir sobre costas. 

Para la aclaración o la ampliación se oirá, previamente, a la otra 
parte. 

MAGISTRADOS QUE DEBEN AMPLIAR O ACLARAR 

Art. 49. — Los Magistrados o Conjueces que hubieren formado parte del 
Tribunal que resolvió la causa, serán también los que lo compongan para conocer de 
las solicitudes de aclaración o ampliación del fallo expedido. 
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C A P I T U L O  V  

Del Desistimiento y del Allanamiento 

DESISTIMIENTO DEL DEMANDANTE 
Art. 50. — El demandante podrá desistir de la acción o recurso contencioso-

administrativo, y para que el desistimiento sea válido se requiere la concurrencia de 
los requisitos puntualizados en los Arts. 403 y 404 del Coligo de Procedimiento Civil, 
y 21 de la Ley de Patrocinio del Estado, y los demás establecidos en la Ley, en su caso. 

ESTADO DE LA CAUSA EN QUE CABE DESISTIR 

Art. 51. — El desistimiento será admisible en cualquier estado de la causa, 
antes de dictarse sentencia y producirá los efectos previstos por el Código de 
Procedimiento Civil. 

CONTINUACION DE LA CAUSA CON LOS QUE NO DESISTEN 

Art. 52. — Si fueren varios los demandantes, el procedimiento continuará 
respecto de aquellos que no hubieren desistido. 

ALLANAMIENTO 

Art 53. — Los demandados podrán allanarse al recurso contencioso - 
administrativo, mediante escrito en el que se reconozca la verdad de la demanda, y, 
si es del caso, previo el cumplimiento de lo dispuesto en el Art. 21 de la Ley de 
Patrocinio del Estado, y de lo que, para el efecto, disponga la Ley. 

SENTENCIA POR ALLANAMIENTO 

Art. 54. — Si el demandado se allanare, el Tribunal, sin más trámite, dictará 
sentencia aceptando la demanda, salvo si ello implicara infracción manifiesta del 
ordenamiento jurídico, en cuyo caso dictará la sentencia que estime legal. 

CONTINUACION DEL JUICIO CON EL QUE NO SE ALLANA 

Art. 55. — Si fueren varios los demandados, el procedimiento continuará 
respecto de aquellos que no se hubieren allanado. 

RECONOCIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Art. 56. — Si propuesta la demanda en lo contencioso - administrativo, la 
Administración demandada reconociese totalmente en vía administrativa las 
pretensiones del demandante, cualquiera de las partes podrá ponerlo en conocimiento 
del Tribunal. 
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El Tribunal, previa comprobación de lo alegado, declarará terminado el 
procedimiento y ordenará el archivo del proceso. 

ABANDONO DE LA INSTANCIA 

Art. 57. — Si el procedimiento en la vía de lo contencioso - administrativo se 
suspendiere de hecho durante un año por culpa del demandante, se declarará, a 
petición de parte, el abandono de la instancia, y éste surtirá los efectos previstos en el 
Código de Procedimiento Civil. 

MOMENTO INICIAL DEL ABANDONO 

Art. 58. — El término para el abandono de la instancia correrá desde la fecha 
de la última diligencia practicada en el juicio, o desde la última petición o reclamación 
constante de autos. 

. v 

C A P I T U L O  VI 

De la Nulidad de las Resoluciones de la Instancia Administrativa y 
de lo Contencioso - Administrativo 

CAUSAS DE NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS 

Art. 59. — Son causas de nulidad de una resolución o del procedimiento 
administrativo: 

a) La incompetencia de la autoridad, funcionario o empleado que haya 
dictado la resolución o providencia. 

b) La omisión o incumplimiento de las formalidades legales que se deben 
observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento, de acuerdo con la Ley 
cuya violación se denuncia, siempre que la omisión o incumplimiento causen 
gravamen irreparable o influyan en la decisión. 

EXAMEN CONJUNTO DE LA NULIDAD Y ASUNTOS CONTROVERTIDOS 

Art. 60. — El Tribunal, al tiempo de expedir sentencia, examinará 
conjuntamente los vicios de nulidad y la cuestión o cuestiones controvertidas. 

REPOSICIONES. — ALCANCE DE LA NULIDAD 

Art. 61. — Si el Tribunal llegare a declarar la nulidad del trámite 
administrativo, ordenará la reposición del mismo al estado que correspondiere. 

Cuando el procedimiento contencioso - administrativo adoleciere de vicios 
que causen su nulidad, ésta será declarada y se ordenará la reposición del proceso. 
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La nulidad declarada no comprenderá a los documentos públicos o privados 
que se hubieren presentado. 

C A P I T U L O  VII 

De la Ejecución de la Sentencia  

NOTIFICACION DE LA SENTENCIA 
Art. 62. — Las sentencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo se 

notificarán a las partes y se ejecutarán en la forma y términos que en el fallo se 
consignen, bajo la personal y directa responsabilidad de la autoridad administrativa a 
quien corresponda. 

SUSPENSION O INEJECUCION 

Art. 63. — No podrán suspenderse ni dejar de ejecutarse las sentencias 
confirmatorias de las resoluciones de la Administración. 

Tampoco podrán suspenderse o declararse inejecutables las sentencias 
condenatorias por causa de imposibilidad legal o material de cumplirlas, a no ser que, 
ante la imposibilidad de ejecutarlas, proceda la indemnización por el incumplimiento. 

En este caso, el Tribunal determinará la indemnización conforme al Art. 476 
del Código de Procedimiento Civil. 

MEDIDAS EJECUTIVAS 

Art. 64. — El Tribunal, mientras no conste de autos la total ejecución de la 
sentencia o el pago de las indemnizaciones señaladas, adoptará, a petición de parte, 
cuantas medidas sean adecuadas para obtener su cumplimiento, pudiendo aplicarse lo 
dispuesto en el Código de Procedimiento Civil para la ejecución de las sentencias 
dictadas en juicio ejecutivo. 

C A P I T U L O  V I I I  

Disposiciones Generales  

TERMINO PARA DEMANDAR 
Art. 65. — El término para deducir la demanda en la vía contencioso - 

administrativa será de tres meses en los asuntos que constituyen materia del recurso 
contencioso de plena jurisdicción, contados desde el día siguiente al de la notificación 
de la resolución administrativa que haya causado estado y de la cual se reclama. 

En los casos que sean materia del recurso contencioso de anulación 
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u objetivo se podrá proponer la demanda en cualquier tiempo, sin que pueda 
alegarse la prescripción, atento el interés permanente del imperio de la Ley. 

COPIAS DE LA DEMANDA 

Art. 66. — De la demanda, solicitud, pedimento, alegato o cualquiera otra 
exposición pertinente, la parte que la presente está obligada a acompañar, autorizadas 
con su firma y con la del abogado que la patrocina, tantas copias en papel común como 
partes intervengan, para ser entregadas a cada una de las partes. 

PAPEL 

Art. 67. — Los escritos que presente el demandante serán extendidos en papel 
de cuantía indeterminada, salvo lo dispuesto en el inciso siguiente. A la terminación 
del juicio se habilitará el papel en la cuantía que corresponda. 

Los escritos a nombre de la Administración Pública y de entidades semi-
públicas se extenderán en papel simple. 

DIAS Y HORAS HABILES 

Art. 68. — Las actuaciones y diligencias ante el Tribunal de lo Contencioso - 
Administrativo se practicarán en días y horas hábiles, pero las empezadas en horas 
hábiles podrán continuarse hasta su terminación. 

HABILITACION DE TIEMPO 

Art. 69. — Son días hábiles para las actuaciones y diligencias procesales todos 
los del año, desde las ocho de la mañana hasta las cinco de la tarde, excepto los 
feriados. 

Fuera de los días y horas hábiles no se podrá practicar ninguna diligencia 
procesal, sino habilitándolos previamente, de oficio o a petición de parte, y con justa 
causa, salvo los casos en que, por disposición especial, se ordene lo contrario. La 
habilitación y notificación respectivas se harán siempre en día y hora hábiles. 

En todos los días hábiles habrá despacho durante ocho horas, de ocho a doce 
de la mañana y de dos a seis de la tarde, durante las cuales podrán expedirse 
providencias. 

DIAS FERIADOS 

Art. 70. — No se tendrá por feriados otros días que los indicados en la Ley 
Orgánica de la Función Judicial, y los señalados como tales por leyes especiales. 
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COMPUTO DEL TIEMPO 

Art. 71. — En cuanto al decurso, suspensión y forma de computar los 
términos se estará a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil. 

AUXILIO DE LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES 

Art. 72. — Los Tribunales y Juzgados de la jurisdicción ordinaria auxiliarán 
al Tribunal de lo Contencioso Administrativo en el cumplimiento de las diligencias 
que éste les encomendare, e igual auxilio prestarán las autoridades y funcionarios del 
orden administrativo, cuando el caso lo requiera. 

FORMULAS 

Art. 73. — El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en las sentencias 
que expidiere usará la siguiente forma: 

“Administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la 
Ley”. 

Los despachos y ejecutorias del Tribunal se encabezarán así: “La República 
del Ecuador y en su nombre y por autoridad de la Ley, el Tribunal de la Contencioso 
- Administrativo”. 

DIRIMENCIA SOBRE COMPETENCIA 

Art. 74. — Cuando en asuntos contencioso - administrativos se suscitare 
competencia positiva o negativa, del Tribunal o cualquiera otra autoridad, sea del 
orden que fuere, la dirimirá una de las Salas de la Corte Suprema designada por sorteo. 
;j 
SUSPENSION DE LA COACTIVA 

Art. 75. — El administrado podrá solicitar la suspensión del procedimiento 
coactivo, mientras se tramita la causa en el Tribunal de lo Contencioso - 
Administrativo, cuando tal procedimiento se hubiere iniciado en virtud de una 
resolución o acto administrativo que haya causado estado y que implique una 
obligación económica a favor de la Administración 

El Tribunal ordenará dicha suspensión siempre que se afiance el interés 
económico de las entidades públicas o semi-públicas; caso contrario, continuará la 
ejecución. 

El interés económico de dichas entidades se afianzará: 

a^ Depositando en el Banco Central del Ecuador, o en sus Agencias., a la 
orden del Tribunal, la cantidad demandada y los intereses devengados hasta la fecha 
del depósito, más un diez por cliente de dicha cantidad, por intereses a devengarse y 
costas. 

b) Asegurando la obligación con hipoteca, prenda o fianza bancaria, 
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o en otra forma a satisfacción del Tribunal. El acto de constitución de hipoteca, prenda 
o fianza, así como su cancelación, sólo causarán los derechos o impuestos fijados para 
los actos de cuantía indeterminada. 

NO SUSPENSION DE OTROS ACTOS 

Art. 76. — Salvo lo dispuesto en el artículo precedente, en ningún caso se 
suspenderá la ejecución o cumplimiento del acto administrativo. 

APLICACION SUPLETORIA DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL 

Art. 77. — En todo lo no previsto en esta Ley se aplicarán, en cuanto fueren 
pertinentes, las disposiciones del Código de Procedimiento Civil. 

REEMPLAZA AL CONSEJO DE ESTADO 

Art. 78. — Deróguense todas las disposiciones legales por las que se otorga al 
extinguido Consejo de Estado competencia para conocer, en apelación, de las 
resoluciones administrativas que hayan causado estado. 

En su lugar concédase a los administrados la acción contencioso - 
administrativa ante el Tribunal de lo Contencioso - Administrativo. 

DEROGACION 

Art. 79. — Quedan derogadas las disposiciones legales de carácter contencioso 
- administrativo que se opongan a la presente Ley, mas no las que regulan el 
procedimiento administrativo, conforme a las leyes especiales vigentes. 

Las resoluciones que dictaren los organismos establecidos en esas leyes 
especiales son de carácter administrativo, y de ellos habrá lugar al recurso contencioso 
- administrativo ante el Tribunal de la Contencioso - Administrativo. 

Disposiciones Transitorias: 

PRIMERA. — Los procesos que en virtud de recurso contencioso - 
administrativo interpuesto ante el Consejo de Estado hubieren quedado pendientes 
de resolución al 11 de julio de 1963, serán conocidos por el Tribunal de lo Contencioso 
- Administrativo. 

Los interesados podrán solicitar al Tribunal de lo Contencioso - 
Administrativo que disponga la remisión de los procesos. 

SEGUNDA.; — Para el abandono y prescripción de las acciones no se tomará 
en cuenta el lapso comprendido entre el 11 de julio de 1963 y la fecha de vigencia de 
la presente Ley. 
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Art. FINAL. — La presente Ley entrará en vigencia desde la fecha de su 
publicación en el Registro Oficial. 

Dado en la Sala de Sesiones de la Comisión Legislativa Permanente, en 
Quito, a 28 de febrero de 1968. 

f.) Dr. Oswaldo González C., Presidente. 
f.) Dr. Ángel Merino Vallejo, Secretario Abogado. 

Palacio Nacional, en Quito, a 15 de marzo de 1968. 
Ejecútese: 

f.) Otto Arosemena Gómez, Presidente Constitucional de la República. 

Es copia. — Lo certifico: 
f.) Dr. Ramón Vela Cobos, Secretario General de la Administración Pública. 
(Nota: se publicó en R.O. 338: 18 -III-68) .  

Ley Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales 

LEY N- 047—CL 

LA COMISION LEGISLATIVA PERMANENTE, 

Previo el dictamen favorable de la Comisión Auxiliar de Legislación 
Administrativa, en uso de sus atribuciones expide la siguiente 

LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL DE 
GARANTIAS CONSTITUCIONALES 

C A P I T U L O  I  

Constitución 

INTEGRACION Y SEDE 

Art. 1°— El Tribunal de Garantías Constitucionales integrado en la forma que 
determina la Constitución Política del Estado, tiene su sede en la ciudad de Quito  y 
jurisdicción en todo el territorio nacional; sin embargo, cuando las circunstancias lo 
exijan y así lo resuelva la mayoría de sus componentes, podrá sesionar en cualquier 
otro lugar del territorio ecuatoriano. 

188 
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INCOMPATIBILIDAD Y LLAMAMIENTO A SUPLENTES 

Art. 2°— Los miembros del Tribunal de Garantías, elegidos por el Senado y 
por la Cámara de Diputados, que incurrieren en alguna de las incompatibilidades 
determinadas en la Constitución, dejarán de pertenecer al Tribunal de Garantías. En 
este caso, el Tribunal procederá a llamar al respectivo suplente. 

El Senador y los Diputados que fueren elegidos para integrar el Tribunal de 
Garantías Constitucionales, durarán también dos años en el ejercicio de sus funciones; 
pero si el período correspondiente a la representación que ejercen, terminare antes de 
cumplirse dichos dos años continuarán integrando el Tribunal hasta ser legalmente 
reemplazados. 

INMUNIDAD Y RESPONSABILIDAD 

Art. 3°— Los miembros del Tribunal de Garantías Constitucionales no son 
responsables de las opiniones que emitan en el Tribunal, pero sí, cuando con su voto, 
contribuyan a sancionar actos contrarios a la Constitución, de lo cual responderán 
ante el Congreso Nacional. 

Durante el tiempo de sus funciones no podrán ser enjuiciados penalmente, 
perseguidos ni privados de la libertad, sin la autorización del Tribunal, la que 
requerirá del voto conforme de las dos terceras partes de sus miembros. 

REEMPLAZANTES 

Art. 4°— Los Ministros de Estado, el Contralor General y los Jefes de los 
partidos políticos reconocidos por el Tribunal Supremo Electoral, podrán ser 
reemplazados por quien esté ejerciendo sus funciones, debiendo éstos acreditar su 
calidad de tales, de conformidad con lo previsto en la Ley o en los respectivos estatutos 
en su caso. 

REPRESENTACION DE LAS MINORIAS 

Art. 5°— El Congreso Pleno, de acuerdo con el ordinal 1° del Art. 219 de la 
Constitución, elegirá, por lo menos, un miembro del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, de entre los candidatos que proponga la tendencia o tendencias 
minoritarias del Congreso. Esta disposición comprenderá a principales y suplentes. 

El legislador suplente que, no habiendo ejercido las funciones de legislador, 
hubiere sido elegido por el Congreso Pleno, miembro del Tribunal de Garantías 
Constitucionales, y posteriormente fuere llamado a desempeñar la función de Senador 
o Diputado, en su caso, cesará automáticamente en sus funciones en el Tribunal de 
Garantías Constitucionales y entrará al desempeño de las de legislador. 
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C A P I T U L O  I I  

Atribuciones y Deberes 

PRINCIPALES ATRIBUCIONES Y DEBERES 

Art. 6°— Corresponde al Tribunal de Garantías Constitucionales, además de 
los establecidos en la Constitución y las leyes, los siguientes: 

1. — Conocer, en última instancia, de los recursos que se interpusieren 
respecto de las resoluciones que, sobre excusas y calificaciones, dictaren los Consejos 
Provinciales y los Concejos Cantonales, así como los de las instituciones públicas y 
semi-públicas, respecto de los miembros de sus directorios. 

2. — Llamar a las consejeros y concejales suplentes al desempeño de sus 
cargos, cuando por inhabilidad o excusa de sus miembros, faltare el quorum legal para 
el funcionamiento del Consejo Provincial o del Concejo Cantonal. 

Si no hubiere suplentes, nombrará consejeros o concejales hasta completar el 
número corporativo, designándolos de entre los candidatos presentados en las 
correspondientes listas para las elecciones, los que durarán hasta la terminación del 
período para el que fueron elegidos los principales. 

3. — Conocer, en apelación, de las resoluciones de los Concejos Cantonales 
que negaren la creación de una parroquia urbana o rural. 

Dicha apelación se presentará en el término de treinta días, a partir de la fecha 
en que se hubiere expedido la resolución, por un número no menor de cien 
ciudadanos residentes en el Cantón. 

Cuando el Tribunal resuelva la creación de una parroquia, no será necesario 
el informe del Consejo Provincial. 

4. — Resolver, en última instancia, sobre el recurso que interpongan los 
Prefectos Provinciales, Alcaldes Municipales y Presidentes de Concejos Cantonales 
respecto de su remoción. 

El recurso se interpondrá dentro del término de ocho días, a contarse de la 
notificación de la resolución. El Tribunal resolverá lo que fuere del caso, dentro de 
los treinta días subsiguientes. 

5. — Autorizar, en receso del Congreso, la enajenación o gravamen de los 
bienes inmuebles fiscales. 

6. — Autorizar la erección de monumentos. En ningún caso se los eregirá 
a personas que aún viven. 
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7. — Dictar anualmente su Presupuesto, así como las normas para su 
expedición y cumplimiento. 

8. — Dictar el Reglamento y sus reformas, los mismos que serán aprobados 
en dos discusiones, en distintos días. 

Las reformas no entrarán en vigencia sino desde la sesión siguiente. 

Los casos de duda sobre la aplicación o interpretación de las disposiciones del 
Reglamento, serán resueltas por el Tribunal, en una sola sesión. 

El Reglamento y sus reformas se publicarán en el Registro Oficial. 

 

 C A P I T U L O  I I I  

De la organización y funcionamiento 

NORMAS APLICABLES 

Art. 7°— El Tribunal de Garantías Constitucionales, en su organización y 
funcionamiento, se ceñirá a la Constitución, a esta Ley y al Reglamento que expedirá 
al efecto. 

DIGNIDADES 

Art. 8. — El Tribunal de Garantías Constitucionales nombrará, de entre sus 
miembros, al Presidente y al Vicepresidente de la Corporación en los diez primeros 
días de enero de cada año, por votación secreta y mayoría de votos, quienes durarán 
un año en sus funciones, pudiendo ser reelegidos. En los casos de falta temporal o 
definitiva del Presidente, le subrogará el Vicepresidente. 

Cuando por falta definitiva del Presidente, el Vicepresidente pasare a 
desempeñar la Presidencia, el Tribunal procederá a nombrar al nuevo Vicepresidente, 
quien durará en sus funciones hasta completar el período para el que fue elegido el 
Presidente. 

SECRETARIOS 

Art. 9°— El Tribunal nombrará un Secretario y un Prosecretario, así como el 
personal necesario para su debido funcionamiento. 

El Secretario y el Prosecretario deberán ser abogados, y durarán dos años en 
sus funciones. 

SESIONES. — QUORUM. — MAYORIA 

Art. 10. — El quorum para las sesiones lo forman seis de sus miembros. 

Para que exista resolución sobre cualquier asunto, se requerirá cinco votos 
conformes, por lo menos, salvo que la Ley exigiere una mayoría especial. En caso de 
empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 
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El Tribunal sesionará ordinariamente una vez por semana, y 
extraordinariamente, cuando lo convoque el Presidente, por sí o a petición de tres de 
sus miembros, por lo menos. Las sesiones extraordinarias se convocarán con 
veinticuatro horas de anticipación, cuando menos. 

Sus sesiones serán públicas, pero por decisión de la mayoría de sus miembros, 
se constituirán en sesiones reservadas. Podrán ser escuchadas en comisión general las 
personas naturales o jurídicas, estas últimas representadas por sus personeros, siempre 
que fueren invitadas por el Tribunal. 

En las sesiones, el Presidente podrá limitar las intervenciones, de acuerdo con 
lo que se determine en el Reglamento. 

INFORMES 

Art. 11. — El Tribunal de Garantías Constitucionales, por medio de su 
Presidente, en los primeros días del primer período ordinario de sesiones, que se 
inician el 10 de agosto, informará al Congreso Nacional acerca de las actividades 
desarrolladas por la Corporación. Informará, además, sobre las cuestiones que le 
solicite la Legislatura, lo disponga la Ley o lo resuelva el propio Organismo. 

EXCITACION A CUMPLIR LAS LEYES 

Art. 12. — Cuando el Tribunal de Garantías Constitucionales, luego de excitar 
al Presidente de la República o a los demás funcionarios del Gobierno y la 
Administración, por falta de observancia de la Constitución y de las leyes, estableciere 
que subsiste la no observancia procederá en la siguiente forma: 

a) Si los responsables fueren el Presidente de la República, los Ministros de 
Estado o los funcionarios cuya elección corresponda a la Legislatura, pondrá el caso 
en conocimiento del Congreso Nacional, en forma motivada, para que resuelva lo 
conveniente. 

b) Si se tratare de otros funcionarios, les advertirá que no se podrán cumplir 
dichas órdenes violatorias, bajo prevención de suspensión de los derechos políticos; 
de no ser obedecido, procederá a imponer dicha suspensión por el tiempo de tres 
meses a un año. 

INCONSTITUCIONALIDAD O ILEGALIDAD DE ACUERDOS, 
REGLAMENTOS, etc. 

Art. 13. — El Tribunal de Garantías Constitucionales, al ejercer las 
atribuciones contenidas en el Art. 220, numeral 2°, de la Constitución, comunicará las 
observaciones que haga a la autoridad u organismo correspondiente; en caso de no ser 
aceptadas, ordenará su publicación en el Registro Oficial. Dicha publicación, al 
tratarse de acuerdos, reglamentos o resoluciones, suspenderá sus efectos hasta que el 
Congreso resuelva sobre la inconstitucionalidad o ilegalidad de los mismos. 
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Lo establecido en el inciso anterior, podrá referirse a la totalidad o a una parte 
de tales acuerdos, reglamentos o resoluciones. 

No se podrá recurrir al Tribunal de lo Contencioso - Administrativo, mientras 
la ilegalidad de los acuerdos, reglamentos y resoluciones esté pendiente de decisión 
por el Tribunal de Garantías Constitucionales y viceversa; pero la resolución del 
Tribunal de Garantías Constitucionales, no obstará el recurso contencioso - 
administrativo ni producirá los efectos de cosa juzgada, cuando hubiere lugar a tal 
recurso, 

ENJUICIAMIENTO DE FUNCIONARIOS 

Art. 14. — En el caso del ordinal 3° del Art. 220 de la Constitución, el Tribunal 
procederá en la siguiente forma: 

1. — Sí el quebrantamiento de la Constitución o de la Ley proviniere 
de funcionarios para cuyo enjuiciamiento fuere necesaria autorización del Congreso 
y le hiciere responsable de infracción penal, lo declarará así y pondrá en conocimiento 
del Congreso para que ordene su procesamiento. 

2. — Si en el caso del numeral anterior, se tratare de funcionarios 
para cuyo enjuiciamiento no es necesaria autorización del Congreso, comunicará su 
resolución al juez competente, instruyéndole para que enjuicie a los responsables. 

3. — Si el quebrantamiento de la Constitución o de la Ley no hiciere 
responsable a su autor de infracción penal, declarará que ha lugar a la queja y 
comunicará al Congreso para que resuelva lo conveniente, cuando se tratare de 
funcionarios sujetos a enjuiciamiento del mismo. En los demás casos, declarará sin 
efecto el acto o resolución y el perjudicado podrá demandar daños y perjuicios ante 
los tribunales competentes, si hubiere lugar a ello. 

INFORME PREVIO 

Art. 13. — Toda petición que se presente al Tribunal de Garantías 
Constitucionales pasará, previamente, a informe de uno o más de sus miembros, 
designados por el Presidente, y con tal informe o sin él, de estar vencido el término 
fijado, será conocido por el Tribunal. 

EMOLUMENTOS 

Art. 16. — En el Tribunal de Garantías Constitucionales se pagarán los 
siguientes emolumentos: 

a) Los Senadores y Diputados, el representante del Presidente de la República, 
el Presidente del Tribunal Supremo Electoral y los tres ciudadanos elegidos por el 
Congreso Pleno, recibirán el valor equivalente a las dietas que perciban los 
legisladores por cada sesión a la que concurran, y los gastos de movilización. 
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b) Los Jefes de los Partidos Políticos que tengan que trasladarse para asistir a 
las sesiones del Tribunal, a un lugar distinto del de su residencia, tendrán derecho a 
los gastos de movilización. 

SANCIONES POR INFRACCIONES DE CARACTER ELECTORAL 

Art. 17. — Las sanciones que imponga el Tribunal de Garantías 
Constitucionales a los miembros del Tribunal Supremo Electoral y a los Ministros de 
Estado, por las infracciones de carácter electoral, serán aprobadas con el voto de por 
lo menos, siete de sus miembros. 

INICIATIVA. — TERMINOS 

Art. 18. — En el cumplimiento de sus funciones, el Tribunal podrá proceder, 
de oficio o a petición de parte, según los casos. 

Cuando el Tribunal conozca en apelación de los acuerdos y resoluciones de 
otras instituciones u organismos del Estado, y las leyes que conceden tal recurso, no 
determinaren el término para interponerlo, éste será de treinta días. 

Disposición Transitoria: 

Los actuales dignatarios y funcionarios del Tribunal de Garantías 
Constitucionales continuarán en sus funciones hasta ser reemplazados o confirmados 
en sus cargos, luego que el Congreso Ordinario de 1968, haya designado sus 
representantes. 

Artículo final. — Esta Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el 
Registro Oficial. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Comisión Legislativa Permanente, en Quito, 
a 5 de junio de 1968. 

f.) Dr. Oswaldo González C., Presidente. 
f.) Dr. Ángel Merino Vallejo, Secretario Abogado. 

Palacio Nacional, en Quito, a 15 de junio de 1968. 

Ejecútese: 

f.) Otto Arosemena Gómez, Presidente Constitucional de la República. 

Es copia. — Lo certifico. 

f.) Dr. Ramón Vela Cobos, Secretario General de la Administración Pública. 

(Se publicó en R.O. 403: 2 0 - V I - 6 8 ) .  


